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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

El 7 de febrero de 2018 Alejandro Bellver Espinosa,1 Maritere 

Hernández Almodóvar y la sociedad legal de gananciales compuesta 

entre ambos2 (apelantes) mediante recurso de apelación nos 

solicitaron la revocación de la Sentencia dictada por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI) el 12 de diciembre de 

2017. El TPI desestimó la totalidad de la demanda de interdicto 

instada por los apelantes en contra de la Asociación de Titulares del 

Condominio Quantum Metrocenter, Inc. y otras partes. 

Contamos con el beneficio del alegato en oposición de las 

siguientes partes codemandadas: Consejo de Titulares del 

Condominio Quantum Metrocenter, y en su carácter personal, los 

miembros de la Junta de Directores, Kevin González Toro, Jeshua 

                                                 
1 El Sr. Bellver comparece por derecho propio. 

2 La Sra. Hernández Almodóvar y la sociedad legal de gananciales comparecen 

mediante representación legal. 
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Rivera Mercado, Eduardo Risso Gentile, y Aixa Quijano y Michael 

Ruiz y la sociedad legal de bienes gananciales compuesta por ambos 

(apelados). Al tenor del marco fáctico-jurídico que a continuación 

exponemos, resolvemos confirmar la Sentencia apelada. 

I. 

El recurso de epígrafe tiene origen en una Demanda sobre 

Interdicto Preliminar y Permanente instada el 7 de agosto de 2017 

por los apelantes en contra de la Asociación de Titulares del 

Condominio Quantum Metrocenter, Inc. (Asociación de Titulares 

Inc.), Chubb Insurance Company of Puerto Rico y los apelados aquí 

comparecientes. 

En síntesis, los apelantes alegaron lo siguiente en su 

Demanda: que los 4 directores codemandados crearon la Asociación 

de Titulares Inc., con fines de defraudar a los titulares del 

Condominio, y se apropiaron de fondos de algunos titulares incluso 

los apelantes, cobraron ilegalmente cuotas de mantenimiento, y 

dilapidaron fondos comunales, entre otros asuntos; que los apelados 

no le han dado acceso a los apelantes a la documentación del 

Condominio;  y que el Consejo de Titulares colocó ilegalmente una 

esfera frente al apartamento de los apelantes. Por lo anterior, los 

apelantes solicitaron: interdictos provisional, preliminar y 

permanente para que los codemandados se abstuvieran de llevar a 

cabo actos de administración del Condominio; descorrer el velo 

corporativo de la Asociación de Titulares, Inc.; acceso a la 

documentación interesada; la remoción de la esfera; así como, 

conceder una compensación por daños y perjuicios, cobro de dinero, 

enriquecimiento injusto y cobro de lo indebido.3 

                                                 
3 Apéndice, págs. 67-238. 
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El 28 de agosto de 2017 la Asociación de Titulares Inc. y los 

apelados presentaron una moción de desestimación de la demanda,4 

debido a que los apelantes no agotaron los remedios internos 

provistos por la Ley de Condominios y el Reglamento del 

Condominio, por lo que no procedía el injunction. Añadieron que, en 

su mayoría, los reclamos de los apelantes formaban parte de otro 

caso más antiguo entre las mismas partes,5 por lo que si no se 

desestimaba el presente caso debía consolidarse con el pleito 

anterior que aún estaba pendiente de resolverse. La aseguradora del 

Condominio se unió a la petición de desestimación.6 

Por su parte, el 30 de agosto de 2017 los apelantes se 

opusieron a la moción de desestimación de los apelados. Alegaron lo 

siguiente: que, según el Art. 42 de la Ley de Condominios y el Art. 

12.1 del Reglamento del Condominio, no tenían que agotar remedios 

respecto a la Asociación de Titulares, Inc., o que se les debió eximir 

de ello; que el Art. 15 de la Ley de Condominios provee un interdicto 

estatutario; y que los apelados y la Asociación de Titulares, Inc. 

responden por los daños reclamados por los apelantes. Los apelados 

replicaron y los apelantes duplicaron.7 

Asimismo, el 11 de septiembre de 2017 los apelantes 

presentaron una moción de sentencia sumaria parcial8 para que se 

declararan ilegal la creación de la Asociación de Titulares Inc., y 

nulos sus actos. Al respecto, la Asociación de Titulares Inc. y los 

apelados solicitaron que se les permitiera hacer descubrimiento de 

prueba para poder oponerse a la solicitud de sentencia sumaria. 

                                                 
4 Id., págs. 245-272. 

5 Se refieren al caso Civil Núm. SJ2017CV00209, instado el 24 de abril de 2017 

por los apelantes en contra de los apelados y otras partes. 

 
6 Apéndice, págs. 387-388. 

7 Id., págs. 389-439 y 454-496. 

8 Id., págs. 497-830. 
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El 12 de diciembre de 2017 el TPI dictó Sentencia en la que 

desestimó la totalidad de la Demanda, puesto que los apelantes no 

agotaron los remedios internos del Condominio, y no evidenciaron 

haber sufrido daños reales e irreparables que ameritaran la 

concesión del remedio interdictal solicitado.9 

En lo aquí pertinente, de las determinaciones fácticas que el 

foro primario consignó en su Sentencia, surge lo siguiente:10 

• El régimen de propiedad horizontal del Condominio se 

constituyó el 29 de septiembre de 2011. 

• El 15 de julio de 2014 Jeshua Rivera creó la Asociación de 

Titulares Inc. y figura como su presidente. El propósito de la 

corporación era administrar y gobernar todo lo relacionado al 

Condominio. 

• La Junta de Directores de la Asociación de Titulares Inc. está 

compuesta por Jeshua Rivera (presidente) Eduardo Risso 

(vicepresidente) Kevin González (tesorero) y Aixa Quijano 

(secretaria). 

• La Junta de Directores del Consejo de Titulares está 

compuesta por Kevin González (presidente) Eduardo Risso 

(vicepresidente) Jeshua Rivera (tesorero)11 y Aixa Quijano 

(secretaria). 

• Los reclamos de la Demanda no han sido encauzados por los 

mecanismos internos ante la Junta de Directores del 

Condominio. 

• Los apelantes tienen remedios legales disponibles. 

                                                 
9 Id., págs. 1-13. 

10 Id., pág. 8. 

 
11 Entendemos que por aparente inadvertencia, en la Determinación de Hechos 5 

de la Sentencia se repitió el nombre de Kevin González como tesorero del Consejo 

de Titulares del Condominio, cuando debió leer Jeshua Rivera. Véase también, las 

partes identificadas en la Demanda y la Demanda Enmendada, Apéndice, págs. 

69 y 885. 



 
 

 
KLAN201800140 

 

5 

En consideración de la anterior, el TPI analizó la Demanda y 

concluyó que las alegaciones de los apelantes eran hipotéticas, 

especulativas y carentes de fundamentos para establecer que estos 

sufrieron algún daño real. El foro primario añadió que los apelantes 

tampoco demostraron haber agotado los remedios internos 

disponibles ante la Junta de Directores de conformidad con la Ley 

de Condominios. Consecuentemente el TPI desestimó la Demanda. 

Luego, el TPI rechazó la solicitud de reconsideración 

presentada por los apelantes. 

Aún en desacuerdo, los apelantes presentaron el recurso que 

nos ocupa, y le imputaron los siguientes errores al apelado foro: 

Erró el TPI al haber emitido determinaciones de hechos 
cuando no evaluó en sus méritos el interdicto y por el 
contrario, debió haberse evaluado bajo la Regla 10.2 de 
las de Procedimiento Civil. 
 
Erró el TPI al desestimar la tercera y cuarta causa de 
acción de la demanda enmendada a pesar de haber 
alegado específicamente que se agotaron los remedios 
internos. 
 
Erró el TPI al desestimar la primera y segunda causa de 
acción de la demanda enmendada dirigida a la 
corporación, a pesar de que la Ley de Condominios no 
exige agotar remedios internos en cuanto a aquella. 
 
Erró el TPI al no determinar que el injunction era uno 
estatutario en vez de tradicional y erró al desestimarlo 
bajo el fundamento de que las alegaciones eran 
“hipotéticas, especulativas y carentes de fundamentos”. 
 
Erró el TPI al determinar que en cuanto a las 
reclamaciones independientes, la Ley de Condominios 
exige agotar remedios internos. 
 
Erró el TPI al dictar Sentencia luego de decretar la 
descalificación del Lcdo. Ramírez en vez de dar por no 
puesta la moción de desestimación para que el Consejo 
de Titulares escoja nueva representación legal que 
persiga sus verdaderos intereses. 
 

El 12 de marzo de 2018 los apelados presentaron su alegato 

en oposición. 

A continuación exponemos el Derecho aplicable. 
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II. 

A. 

La Ley de Condominios, Ley 103-2003, 31 LPRA sec. 1291 et 

seq., establece mecanismos para atender los conflictos de 

convivencia en un condominio. Consejo de Titulares v. Gómez 

Estremera, 184 DPR 407, 417 (2012); Srio. D.A.C.O. v. Condóminos 

C. Martí, 121 DPR 807 (1988). Detalla el marco organizacional del 

gobierno interno del condominio, cuyo organismo rector y 

deliberativo es el Consejo de Titulares que a su vez rige de 

conformidad con la Ley de Propiedad Horizontal, la escritura matriz 

y el reglamento. Srio. D.A.C.O. v. Condóminos C. Martí, supra. 

Desde Arce v. Caribbean Home Const. Corp., 108 DPR 225 

(1978), el Tribunal Supremo de Puerto Rico indicó que el Consejo de 

Titulares está compuesto por todos los dueños de apartamentos 

individuales que constituyen el régimen de propiedad horizontal. 

Estableció que el Consejo de Titulares constituye el organismo rector 

y deliberativo del régimen de propiedad horizontal. Instituye la 

autoridad suprema sobre la administración del inmueble para su 

conservación y viabilidad. La finalidad de dicho ente jurídico 

consiste en propender al mejor funcionamiento del sistema de 

propiedad horizontal, a la vez que protege los intereses de sus 

miembros, o sea, el de los titulares frente a la comunidad y a 

terceros.  Art. 38 de la Ley de Condominios, 31 LPRA sec. 1293b; 

Arce v. Caribbean Home Const. Corp., supra, pág. 252. 

En su Art. 38 la Ley de Condominios expresamente establece 

lo siguiente: 

El Consejo de Titulares constituye la autoridad 
suprema sobre la administración del inmueble 
sometido al régimen de propiedad horizontal.  Estará 

integrado por todos los titulares.  Sus resoluciones y 
acuerdos, adoptados en asambleas debidamente 

convocadas y constituidas, serán de ineludible 
cumplimiento por todos y cada uno de los titulares, 
ocupantes o residentes y demás personas que se 

relacionen con el condominio. 
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El Consejo de Titulares tendrá personalidad jurídica 

propia y de sus obligaciones frente a terceros 
responderán los titulares de forma subsidiaria y sólo 

con su apartamiento. 
 
El Consejo de Titulares no podrá asumir la forma 
corporativa o de sociedad. 
 
[…] 

 
(énfasis nuestro).  31 LPRA sec. 1293b. 

 

Respecto al uso adecuado de los apartamientos, el Art. 15 de 

la Ley de Condominios establece, en lo aquí pertinente, lo siguiente: 

El uso y disfrute de cada apartamiento estará sometido 
a las reglas siguientes: 
 

En el ejercicio de los derechos propietarios al amparo de 
este capítulo regirán los principios generales del 
derecho, particularmente, los enunciados en el Artículo 

1-A de esta Ley. 
 

La infracción de estos principios o la de las reglas 
enumeradas en los incisos subsiguientes dará lugar al 
ejercicio de la acción de daños y perjuicios por aquel 

titular u ocupante que resulte afectado, además de 
cualquier otra acción que corresponda en derecho, 
incluidos los interdictos, las dispuestas en la Ley sobre 
Controversias y Estados Provisionales de Derecho, 
secs. 2871 et seq. del Título 32, y cualquier otro 

remedio en equidad. 
 

[…] 
 
(énfasis suplido)  31 LPRA sec. 1291m. 

 

Entretanto, el Art. 42 de la Ley de Condominios, 31 LPRA sec. 

1293f, provee los mecanismos mediante los cuales los titulares de 

apartamentos pueden impugnar los acuerdos tomados por el 

Consejo de Titulares, y las acciones y omisiones de la Junta de 

Directores. A esos efectos, se provee como requisito previo a instar 

una acción judicial o administrativa, que los titulares afectados 

diluciden sus reclamos internamente con la Junta de Directores y el 

Comité de Conciliación. En lo aquí pertinente, el inciso (a) del 

referido artículo provee de la siguiente manera: 

[…] 
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(a) En las reclamaciones contra el Agente 
Administrador o la Junta de Directores se observará el 

siguiente procedimiento: 
 

(1) En la asamblea anual, el Consejo de Titulares 
elegirá un Comité de Conciliación compuesto por tres 
titulares, uno de los cuales se escogerá de entre la 

Junta de Directores, excluido el Presidente. 
 
(2) Todo titular que presente una querella ante 

cualquier tribunal o foro pertinente impugnando 
cualquier acción u omisión de la Junta de Directores, 

deberá demostrar que agotó el siguiente procedimiento: 
 
(A) Haber solicitado por escrito la dilucidación de 

su reclamo ante la Junta de Directores y que ésta no 
atendió sus planteamientos en un plazo de treinta (30) 

días desde el acuse de recibo de la reclamación. Esta 
reclamación deberá presentarse ante la Junta dentro de 
los treinta (30) días siguientes a la fecha en que se tomó 

el acuerdo o determinación, si se hizo en su presencia, 
o dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha en 
que recibe la notificación del acuerdo, si el titular 

afectado no estuvo presente en el momento en que se 
llegó a tal acuerdo o determinación. Si se tratare de una 

actuación u omisión perjudicial, el plazo para presentar 
la reclamación, será dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la fecha en que el titular tenga 

conocimiento de tal actuación u omisión perjudicial. 
 
(B) La Junta podrá resolver el asunto o someterlo 

motu proprio al Comité de Conciliación, salvo que el 
titular haya requerido que su reclamación pase 

directamente a la consideración de dicho Comité. El 
Comité deberá resolver el asunto en el término de 
treinta (30) días desde que le fuera referida la 

reclamación del titular y en todo caso dentro de un 
término máximo de sesenta (60) días desde que el titular 

presentara su reclamo ante la Junta. 
 
(C) Al presentar su querella el titular deberá 

certificar que su reclamación no fue atendida dentro de 
los términos anteriormente provistos o que la solución 
propuesta por la Junta o por el Comité de Conciliación 

le es gravemente perjudicial. 
 

El foro competente ante el cual se presente la 
querella o reclamación podrá eximir al querellante del 
requisito anterior, de así ameritarlo la naturaleza del 

caso. 
 

La acción de impugnación ante el foro apropiado 
de acuerdos y determinaciones que el titular estimase 
gravemente perjudiciales para él o para la comunidad 

de titulares deberá ejercitarse dentro de los treinta (30) 
días siguientes a la notificación por la Junta o por el 
Comité de Conciliación de una decisión adversa al 

titular, o dentro de los treinta (30) días desde que fuere 
evidente que la Junta o el Comité de Conciliación no 

habría de tomar acción frente a la reclamación del 
titular, o en cualquier caso luego de transcurridos 
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noventa (90) días desde que el querellante presentara 
su reclamación ante la Junta. 

 
[…] 

 

B. 

La Regla 53 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, establece 

que el recurso de injunction, entredicho o interdicto, se rige por las 

normas sobre recursos extraordinarios del Código de 

Enjuiciamiento Civil y las Reglas de Procedimiento Civil de manera 

supletoria. 32 LPRA sec. 3524. Es un recurso extraordinario dirigido 

a prohibir u ordenar la ejecución de determinado acto, con el fin de 

evitar causar perjuicios inminentes o daños irreparables a alguna 

persona, en casos en que no haya otro remedio adecuado en ley.  

Arts. 675-695 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA secs. 

3521–3566; E.L.A. v. Asociación de Auditores, 147 DPR 669 (1999). 

El Artículo 675 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA 

sec. 3521, define injunction como “un mandamiento judicial 

expedido por escrito, bajo el sello de un tribunal, por el que se 

requiere a una persona para que se abstenga de hacer, o de permitir 

que se haga por otras bajo su intervención, determinada cosa que 

infrinja o perjudique el derecho de otra”. La naturaleza de este 

recurso extraordinario, el cual se emite so pena de desacato, reviste 

un propósito preventivo y reparador del daño que alega el 

peticionario.  Su eficacia descansa en su naturaleza sumaria y en 

su pronta ejecución.  32 LPRA sec. 3533; Peña v. Federación de 

Esgrima de P.R., 108 DPR 147, 154 (1978). 

El Artículo 677 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA 

sec. 3523, define los motivos para expedir un injunction: 

Puede concederse un injunction en los siguientes casos: 

 
(1) Cuando resultare de la petición que el peticionario 

tiene derecho al remedio solicitado, y dicho remedio, 
o parte del mismo, consistiere en impedir la 

comisión o continuación del acto denunciado, bien 
por un periodo de tiempo limitado, o 
perpetuamente. 
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(2) Cuando de la petición o declaración jurada resultare 

que la comisión o continuación de algún acto, 
durante el litigio, habrá de causar pérdidas o daños 

de consideración o irreparables a alguna de las 
partes. 

 

(3) Cuando, durante el litigio, resultare que una de las 
partes está cometiendo, o amenaza cometer, o que 
se dispone a cometer, o a procurar o permitir que se 

cometa, algún acto de contrario a los derechos de 
otra de las partes, con respecto al asunto en litigio 

y tendente a hacer que sea ineficaz la sentencia. 
 
(4) Cuando una compensación pecuniaria no habría de 

proporcionar adecuado remedio. 
 

(5) Cuando fuere sumamente difícil precisar la cuantía 
de la compensación que habría de proporcionar 
remedio adecuado. 

 
(6) Cuando la restricción fuere necesaria para impedir 

una multiplicidad de procedimientos judiciales. 

 
(7) Cuando la obligación naciere de un fideicomiso. 

 
En Municipio de Loíza v. Sucs. Suárez, 154 DPR 333, 367 

(2001) el supremo foro local repasó los criterios a considerarse para 

expedir un interdicto, a saber: 

• naturaleza de los daños que pueden ocasionárseles a las 
partes de concederse o denegarse el injunction 

• irreparabilidad o existencia de un remedio adecuado en ley 

• probabilidad de que la parte promovente prevalezca 
eventualmente al resolverse el litigio en su fondo 

• probabilidad de que la causa se torne en académica de no 
concederse el injunction, y 

• máxime, posible impacto sobre el interés público del 
remedio solicitado 
 

Véase, también, Pérez Vda. Muñiz v. Criado, 151 DPR 355, 

372-373 (2000); P.R. Telephone Co. v. Tribunal Superior, 

103 DPR 200, 202 (1975). 

Asimismo habrá de considerarse los siguientes elementos: 

1. daño debe ser irreparable; que no puede repararse, 
restablecerse o compensarse con dinero, o cuando la 
compensación no puede establecerse con seguridad, 

Loíza Sugar Co. v. Hernáiz y Albandoz, 32 DPR 903 
(1924) 

 
2. si existen otros remedios adecuados en ley, esto es, 

si alguna ley provee algún remedio que evite el daño, 

que sea rápido, efectivo y eficaz, entonces el 
interdicto no debe expedirse 
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3. balance de equidades, que no se puede hacer más 
daño al demandado, que el que se infligiría al 

demandante si no se expide la orden 
 

4. defensas en equidad, que la persona contra quien se 

solicita, puede invocar en contra de su expedición las 
defensas tradicionales de los procedimientos en 
equidad (a. Manos limpias-Quien solicita un 

interdicto no puede haber cometido una conducta 
impropia o ilegal similar a la que pretende prohibir a 
través del interdicto; b. Impedimento (Estoppel)-

Nadie puede ir contra sus propios actos.  Si el 
demandante consintió la acción que ahora pide que 

cese, no se debe conceder el recurso; c. Incuria-Si el 
demandante no ha sido diligente, sin justificación 
razonable, se rechazará la expedición del recurso; d. 

Consentimiento-El demandante se haya allanado a 
actuaciones idénticas por parte de otras personas 
anteriormente) 

 

5. discreción, la concesión del recurso descansa en la 
sana discreción del tribunal de instancia, y no 

deberá revocarse por foros superiores, salvo que se 
desprenda que hubo abuso de discreción 

 

Cabe recordar que existen tres tipos de interdictos al amparo 

de la Regla 57 de Procedimiento Civil: entredicho provisional, 

injunction preliminar e injunction permanente. Quien solicita al 

Tribunal que dicte un interdicto, tiene el peso de probar su 

procedencia.  P.R. Telephone Co. v. Tribunal Superior, supra; 32 

LPRA Ap. VI, R. 110. 

El interdicto o injunction permanente requiere que el Tribunal 

celebre una vista de la cual se derivará su sentencia.  Mun. de Ponce 

v. Gobernador, 136 DPR 776 (1994); Noriega Rodríguez v. Hernández 

Colón, 130 DPR 919 (1992); P.R. Telephone Co. v. Tribunal Superior, 

supra.  Asimismo, el interdicto preliminar o pendente lite procede 

antes de la celebración del juicio y, de ordinario, luego de la 

celebración de una vista, en la cual las partes hayan tenido 

oportunidad de presentar prueba en apoyo y oposición a la 

expedición del injunction.  El objetivo principal es mantener el estado 

actual de las cosas hasta tanto se celebre el juicio en sus méritos, 

para a su vez evitar que la parte demandada promueva con su 
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conducta la academicidad de la decisión que finalmente tome el 

Tribunal. Next Step Medical v. Bromedicon, 190 DPR 474 (2014). 

La Regla 57.3 de Procedimiento Civil enumera los criterios 

para expedir una orden de entredicho provisional o injunction 

preliminar. 

Al decidir si expide una orden de entredicho provisional o 

injunction preliminar, el tribunal deberá considerar, entre otros, los 

siguientes: 

(a) la naturaleza del daño a que está expuesto la parte 

peticionaria; 
 

(b) la irreparabilidad del daño o la inexistencia de un 
remedio adecuado en ley; 

 

(c) la probabilidad de que la parte promovente 

prevalezca; 
 

(d) la probabilidad de que la causa se torne en 
académica; 

 

(e) el impacto sobre el interés público del remedio que 
se solicita, y 

 

(f) la diligencia y la buena fe con que ha obrado la parte 
peticionaria. 

 

Todo lo anteriormente esbozado inviste al TPI de discreción en 

el modo y la concesión del injunction.  El interdicto deberá expedirse 

“con sobriedad y sólo ante una demostración de clara e intensa 

violación de un derecho”, así como con discreción, ejercitando el foro 

judicial “una rigurosa y cuidadosa ponderación de los intereses de 

todas las partes antes de conceder el remedio”. García v. World Wide 

Entmt. Co., 132 DPR 378, 389-390 (1992). 

Recientemente el Tribunal Supremo reiteró que, “[t]odos los 

requisitos anteriores, tanto los promulgados por la jurisprudencia 

como los enumerados en las Reglas de Procedimiento Civil, no son 

requisitos absolutos, sino directrices que dirigen al tribunal al 

momento de decidir si la evidencia presentada justifica la expedición 

del recurso. La concesión del remedio descansará en la sana 
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discreción judicial, que se ejercerá al considerar tanto los intereses 

como las necesidades de las partes involucradas en el caso”. Next 

Step Medical v. Bromedicon, supra, pág. 487; Mun. de Ponce v. 

Gobernador, supra, págs. 790–791. 

En fin, al ponderar si expedir o no un interdicto, provisional, 

preliminar o permanente, el Tribunal deberá examinar los intereses 

y las necesidades de las partes involucradas y los propósitos de la 

legislación de que se trate el caso, así como dirimir la prueba 

sometida ante sí. Next Step Medical v. Bromedicon, supra. 

Conviene recordar que discreción judicial significa poder para 

decidir de una u otra forma, así como escoger entre uno o varios 

cursos de acción, pero sin abstraerse de la razón ni las normas de 

Derecho imperantes.  García v. Padró, 165 DPR 324, 334-335 

(2005).  La discreción es una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera.  

Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009). 

También recordamos la norma de Derecho Apelativo que 

limita nuestra intervención con las decisiones discrecionales de un 

tribunal sentenciador, salvo que las decisiones emitidas por este 

último sean arbitrarias o medie error manifiesto, pasión, prejuicio o 

parcialidad, entiéndase, abuso de discreción.  S.L.G. Flores-Jiménez 

v. Colberg, 173 DPR 843, 865 (2008). 

Así, un tribunal abusa de su discreción cuando:  “el juez, en 

la decisión que emite no toma en cuenta e ignora, sin fundamento 

para ello, un hecho material importante que no podía ser pasado por 

alto; cuando por el contrario el juez, sin justificación y fundamento 

alguno para ello, le concede gran peso y valor a un hecho irrelevante 

e inmaterial y basa su decisión exclusivamente en el mismo; o 

cuando, no obstante considerar y tomar en cuenta todos los hechos 

materiales e importantes y descartar los irrelevantes, el juez 

livianamente sopesa y calibra los mismos”.  Ramírez Ferrer v. Policía, 
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158 DPR 320, 340-341 (2002).  Un Tribunal abusa de su discreción 

cuando actúa de forma irrazonable, parcializada o arbitraria.  Matías 

Lebrón v. Departamento de Educación, 172 DPR 859, 875 (2007). 

C. 

La Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 10.2, contiene varios fundamentos para solicitar la 

desestimación, de su faz, de una demanda.  En lo pertinente la 

Regla 10.2 provee lo siguiente: 

Toda defensa de hechos o de derecho contra una 

reclamación se expondrá en la alegación responsiva 
excepto que, a opción de la parte que alega, las 

siguientes defensas pueden hacerse mediante una 
moción debidamente fundamentada:  (1) falta de 
jurisdicción sobre la materia; (2) falta de jurisdicción 

sobre la persona; (3) insuficiencia del emplazamiento; 
(4) insuficiencia del diligenciamiento del 
emplazamiento; (5) dejar de exponer una reclamación 

que justifique la concesión de un remedio; (6) dejar de 
acumular una parte indispensable. 

[…] 
 

Para disponer adecuadamente de una moción de 

desestimación conforme a la precitada regla, el tribunal tiene la 

obligación de dar por ciertas y buenas todas las alegaciones fácticas 

de la demanda que hayan sido aseveradas de manera clara.  Roldán 

v. Lutrón, S.M., Inc., 151 DPR 883, 889-891 (2000); Harguindey 

Ferrer v. U.I., 148 DPR 13, 30 (1999); Ramos v. Marrero, 116 DPR 

357, 369 (1985). A su vez, las alegaciones hechas en la demanda 

hay que interpretarlas conjuntamente, liberalmente y de la manera 

más favorable posible para la parte demandante.  Ortiz Matías et al 

v. Mora Development, 187 DPR 649 (2013); Asoc. Fotoperiodistas v. 

Rivera Schatz, 180 DPR 920, 935 (2011); Aut. Tierras v. Moreno & 

Ruiz Dev. Corp., 174 DPR 409, 428-429 (2008). Habrá  de 

considerarse, “si a la luz de la situación más favorable al 

demandante, y resolviendo toda duda a favor de éste, la demanda es 

suficiente para constituir una reclamación válida”.  Colón v. Lotería, 

167 DPR 625, 649 (2006). También es importante tener presente 
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que el propósito de las alegaciones es bosquejar “a grandes rasgos 

cuáles son las reclamaciones [contra la parte demandada para que] 

ésta pueda comparecer [a defenderse] si así lo desea”.  Torres, Torres 

v. Torres et al, 179 DPR 481, 501 (2010); Reyes v. Cantera Ramos, 

Inc., 139 DPR 925, 929 (1996). 

El promovente de la moción de desestimación tiene que 

demostrar que, presumiendo que lo allí expuesto es cierto, la 

demanda no expone una reclamación que justifique la concesión de 

un remedio.  Pressure Vessels v. Empire Gas, 137 DPR 497, 505 

(1994).  Esta doctrina se aplica solamente a hechos bien alegados y 

expresados de manera clara y concluyente, que de su faz no den 

margen a dudas.  Sánchez v. Autoridad de los Puertos, 153 DPR 559, 

569 (2001). 

III. 

Los apelantes nos solicitan la revocación de la Sentencia 

dictada por el TPI mediante la cual se desestimó la totalidad de la 

Demanda, al amparo de la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra. 

En síntesis, el foro primario concluyó que según la prueba en el 

expediente los apelantes no habían establecido que tuvieran derecho 

a la concesión de un remedio interdictal. Específicamente, el TPI 

indicó que los apelantes no habían agotado los remedios internos 

del Condominio y que no habían evidenciado haber sufrido un daño 

real. Por todo lo cual, el foro sentenciador concluyó que no procedía 

emitir el remedio discrecional y extraordinario del interdicto. 

En su primer señalamiento de error, los apelantes alegaron 

que el TPI debió acoger todos los hechos bien alegados en la 

Demanda pero resolvió como si se tratara de una sentencia sumaria 

y sólo hizo unas pocas determinaciones de hechos. No les asiste la 

razón a los apelantes. 

En primer lugar, el foro primario no está obligado a hacer 

muchas o pocas o ninguna determinación fáctica, cuando dispone 
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de una moción bajo la Regla 10 de Procedimiento Civil. Véase 32 

LPRA Ap. V. R. 42.2.12 Más aún, recordemos que en el análisis de 

una moción de desestimación por la defensa 5 de la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil, supra, esta se puede considerar como una 

solicitud de sentencia sumaria. Añádase que las determinaciones de 

hechos de la Sentencia surgen de la Demanda de los apelantes. 

En fin, no incidió el TPI al hacer determinaciones de hechos 

en la Sentencia apelada, pues las consignó luego de analizar 

conjuntamente la Demanda, la moción de desestimación y la 

documentación del expediente, todo ello al amparo de la normativa 

aplicable al interdicto y a la desestimación por falta de causa que 

amerite un remedio. 

En el segundo error, los apelantes alegan que el TPI no 

mencionó la tercera causa de acción (acceso a los documentos del 

Condominio) a pesar de que los apelantes alegaron que habían 

solicitado los documentos al Condominio y no se les dio acceso y se 

ignoraron sus reiteradas solicitudes. Indican que presentaron su 

Demanda dentro de los 30 días que provee el Art. 42 (a) de la Ley de 

Condominios, supra. Se amparan en los Arts. 9-10 del Reglamento 

del Condominio y el Art. 15 de la Ley de Condominios, supra. 

Igualmente, arguyen que agotaron los remedios internos respecto a 

la solicitud de remoción de la esfera, pues lo solicitaron en reiteradas 

ocasiones pero fueron ignorados. Por lo señalado, los apelantes 

concluyen que agotaron los remedios internos. Tampoco les asiste 

la razón. 

                                                 
12 En lo aquí pertinente, la citada regla dispone: 

 

[...] 
 

No será necesario especificar los hechos probados y consignar 

separadamente las conclusiones de derecho: 

 

(a) Al resolver mociones bajo las Reglas 10 ó 36.1 y 36.2 de este apéndice, 

o al resolver cualquier otra moción, a excepción de lo dispuesto en la Regla 
39.2 de este apéndice; 

 

[…] 
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Los apelantes no establecieron que el interdicto era el 

mecanismo idóneo para remediar sus quejas, pues habiendo otros 

remedios internos y legales disponibles, los apelantes no 

evidenciaron haberlos agotado oportunamente. Nótese que como 

bien exponen los apelados en su alegato, los apelantes no 

establecieron que cumplieron con el proceso interno del Art. 42 de 

la Ley de Condominios, supra. Más allá de los apelantes alegar que 

requirieron documentos y acciones al Condominio, estos no 

probaron la presentación formal escrita de una querella sobre sus 

diversos reclamos, ante la Junta de Directores o el Comité de 

Conciliación, ni su trámite previo a demandar, según requerido por 

el citado Art. 42. Tampoco incidió el TPI al desestimar la tercera y 

cuarta causa de acción (sobre acceso a documentos y remoción de 

la esfera) de la Demanda Enmendada. Aunque los apelantes 

alegaron que agotaron los remedios internos, no lo probaron ni 

mucho menos establecieron que procedía el remedio interdictal con 

relación a las aludidas causas de acción. 

En el tercer señalamiento, sobre la ilegalidad de la creación de 

la corporación Asociación de Titulares Inc. y la nulidad de sus actos, 

los apelantes invocan el Art. 38 de la Ley de Condominios, supra, 

que prohíbe que un consejo de titulares asuma una forma 

corporativa o de asociación. Indicaron que no tenían que agotar 

remedios internos ante la Junta de Directores del Condominio con 

relación a la corporación porque precisamente lo que alegan es la 

ilegalidad de la creación de la misma. En la alternativa, por ser una 

situación especial, solicitan que se les exima del requisito de agotar 

remedios internos. No tienen razón los apelantes. 

Ciertamente el Art. 38 de la Ley de Condominios prohíbe que 

el Consejo de Titulares asuma forma de corporación, sin embargo, 

el interdicto no es el mecanismo adecuado para atender tal asunto. 

Al menos no es el remedio en este caso y de conformidad con las 
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alegaciones de los apelantes. Añádase que, los apelados mencionan 

que el 23 de agosto de 2017 el TPI celebró una vista en la que se 

explicó que la creación de la corporación en discusión, se hizo con 

el fin de abrir una cuenta bancaria a nombre del Condominio 

(Alegato en oposición, pág. 4, nota al calce 1). Téngase presente que 

hay otros remedios y acciones legales disponibles, además de que, 

contrario a lo propuesto por los apelantes, el cuestionamiento de la 

creación de la corporación, es un asunto que conforme al Art. 42 de 

la Ley de Condominios, supra, se puede presentar ante la Junta de 

Directores y el Comité de Conciliación. Por lo tanto, no habiendo 

alegado ni probado que oportunamente se agotaron los remedios 

internos al respecto, tampoco procedía conceder el remedio 

interdictal.  

En su cuarto señalamiento de error, los apelantes 

nuevamente invocan el Art. 15 de la Ley de Condominios, supra, 

pero en esta ocasión, para alegar que la referida disposición provee 

un interdicto estatutario, por lo que el análisis para su concesión es 

más flexible, y no hay que alegar ni probar daño irreparable. No 

obstante, los apelantes indican que establecieron múltiples daños a 

causa de la administración y el manejo ilegal de la Asociación de 

Titulares Inc. de los asuntos del Condominio, los cuales 

correspondían al Consejo de Titulares. No es correcto este 

señalamiento de error. 

El interdicto al que alude la Ley de Condominios en su Art. 

15, supra, no es uno estatutario; se refiere al interdicto tradicional. 

Claramente el texto del referido artículo provee que entre las 

acciones disponibles están “incluidos los interdictos”. 31 LPRA sec. 

1291m. No se trata de un interdicto especial ni estatutario. Por lo 

tanto, no cometió error el TPI al analizar el caso como uno sobre un 

interdicto tradicional. 
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En el quinto error los apelantes indican que las acciones 

presentadas son independientes de la Ley de Condominios (i.e. 

descorrer el velo corporativo, cobro de dinero, daños, etc.) y por lo 

tanto, no tenían que agotar remedios internos del Condominio. No 

tienen razón los apelantes. 

El análisis de la concesión o procedencia del interdicto 

tradicional no excluye la consideración del cumplimiento con la Ley 

de Condominios. Precisamente uno de los criterios del análisis es si 

existen otros remedios legales disponibles. Consecuentemente, no 

erró el TPI al determinar que la Ley de Condominios exige agotar 

remedios internos. En cuanto a las reclamaciones independientes, 

lo que el foro primario resolvió fue que no se estableció que procedía 

emitir un interdicto, no necesariamente se refirió al agotamiento de 

remedios internos sobre todas las causas, sino aquellas que pueden 

encauzarse internamente conforme a la Ley de Condominios. 

Además, recordemos que el análisis para la concesión de un remedio 

interdictal, es uno integral de todos los intereses involucrados y los 

criterios y elementos que guían la discreción judicial. 

Por último, en su sexto señalamiento, los apelantes razonan 

que debido a la descalificación13 del abogado de los codemandados, 

el TPI debió esperar a que se contratara una nueva representación 

legal antes de considerar la moción de desestimación presentada 

anteriormente por el abogado de los codemandados. No es correcto 

tal planteamiento. 

La moción de desestimación había sido presentada el 28 de 

agosto de 2017, antes de la descalificación (4 de diciembre de 2017). 

La decisión de descalificar al abogado tiene efectos prospectivos. A 

                                                 
13 En el caso de epígrafe, el 4 de diciembre de 2017 el TPI notificó su Resolución 

en la que descalificó al abogado de los apelados, por apariencia de conflicto de 

interés, pues el letrado representaba al Consejo de Titulares y a la Asociación de 

Titulares Inc., la corporación cuya creación se cuestiona en el caso. Apéndice, 

págs. 933-939. 
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su vez, el manejo del caso y la disposición de mociones pendientes, 

son asuntos que descansan en la sana discreción del Tribunal, y en 

este particular marco fáctico, no se ha evidenciado abuso de 

discreción que amerite nuestra intervención. Por todo lo cual, 

tampoco incidió el TPI al dictar Sentencia luego de decretar la 

descalificación del abogado de los codemandados. 

De un cuidadoso análisis del expediente, las alegaciones de 

las partes y el Derecho aplicable, colegimos que el foro apelado 

resolvió correctamente al dictar la Sentencia desestimando la 

Demanda de los apelantes. Aun examinadas de la manera más 

favorable y liberal las alegaciones de los apelantes no establecieron 

que se justificara obviar los remedios internos y legales disponibles, 

y sustituirlos por el remedio extraordinario del interdicto. Además 

de los apelantes no evidenciar que oportunamente agotaron los 

remedios internos provistos por la Ley de Condominios, tampoco 

establecieron que sus reclamos le ocasionaron daños irreparables o 

inminentes. En fin, al ponderar cuidadosamente todos los criterios 

y los intereses de las partes involucradas, es correcto concluir que 

en este caso no procedía expedir el interdicto. Consecuentemente, 

procedía desestimar la Demanda. 

Por todo lo anteriormente discutido, no les asiste la razón a 

los apelantes en ninguno de sus señalamientos de error. En síntesis, 

reiteramos que la concesión de un interdicto es un asunto 

discrecional y como recurso extraordinario sólo procede ante la 

ausencia de otros remedios legales, así como, la concurrencia de los 

criterios pertinentes. En este caso, nada impide que los apelantes 

hagan uso de otros mecanismos administrativos y legales para 

encauzar sus reclamos. Por todo lo cual, procede confirmar el 

dictamen del TPI. 
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IV. 

Al amparo de la normativa previamente esbozada, 

confirmamos la Sentencia apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

La Jueza Rivera Marchand disiente por entender que procede 

revocar la sentencia impugnada.  El foro primario tuvo ante su 

consideración múltiples causas de acción, los cuales surgen de la 

demanda enmendada, no obstante, se limitó a evaluar el remedio 

interdictal al amparo de la Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil 

(32 LPRA Ap. V).  Sin embargo, incorrectamente ordenó la 

desestimación del pleito.  Ante ello, resulta evidente que el dictamen 

impugnado es de índole parcial y como tal, dando como ciertas las 

alegaciones, según presentadas, no correspondía ordenar la 

desestimación total de la demanda emitida en esta etapa de los 

procedimientos.  En aras de garantizar un debido proceso de ley y 

acceso a la justicia, procede revocar la sentencia y devolver el caso 

ante el tribunal de primera instancia para la continuación de los 

procedimientos. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


